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Señor 
JUEZ TREINTA Y SEIS CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Ciudad  
 
 

Ref. Proceso Ejecutivo de Mayor Cuantía 
DEMANDANTE: ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA E.C. 

DEMANDADO. DIEGO CATAÑO MURIEL  
RAD. 11 001 31 03 036 2020 00207 00 
 

 
UGALBIS ENRIQUE RODRIGUEZ BOLAÑOS, mayor de edad, domiciliado en la Ciudad de 

Riohacha – La Guajira, identificado con cedula de ciudadanía No. 17.970.755 expedida en 
Villanueva – La Guajira, abogado en ejercicio, con T.P. No. 38.834 del Consejo Superior de la 
Judicatura, correo electrónico ugalbisrodriguez@hotmail.com, actuando en nombre y 

representación del Señor DIEGO CATAÑO MURIEL, mayor de edad, identificado con cedula 
de ciudadanía No. 98.498.249, domiciliado en el Municipio de Rionegro – Antioquia, correo 

electrónico diegocatano23@gmail.com, mediante el presente escrito me permito interponer 
RECURSO DE REPOSICION en contra del auto de fecha 21 de septiembre de 2020, por medio 
del cual se libro mandamiento ejecutivo en contra de mi defendido, de conformidad a lo 

establecido en el numeral 3 del art. 442 del C.G.P., lo cual realizo en los siguientes términos; 
 

SUSTENTO DEL RECURSO DE REPOSICION  
 

Establece el numeral 3 del art. 442 del C.G.P., “3. El beneficio de excusión y los hechos que 

configuren excepciones previas deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento 
de pago”. 

 
Así mismo, el art. 100 del C.G.P. contempla las excepciones previas que se pueden proponer 
dentro de los procesos de naturaleza civil. Bajo ese entendido me permito presentar mediante 

RECURSO DE REPOSICION contra el mandamiento de pago la contemplada en el numeral 8 
del mencionado artículo, “Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto”, la 

cual encuentra su sustento en los siguientes; 
 

HECHOS 

 
1. A raíz de la resolución No. 155 del 27 de agosto de 2012, por medio de la cual 

ACUAVALLE S.A. E.S.P., dio por terminado en contrato que sostenía con el demandado 
y declaro el incumplimiento por parte del contratista, nacieron a la vida jurídica 
incontables acciones judiciales tendientes a buscar un equilibrio judicial entre las partes, 

sobre todo, por parte del contratista, hoy demandado, quien fue condenado a pagar la 
suma de $3.369.549.542, y así mismo, dio paso a que se activara la póliza de garantía 

de cumplimiento suscrita con quien hoy ostenta la calidad de demandante dentro del 
presente proceso. La mencionada resolución 155 del 27 de agosto de 2012 se encuentra 
dentro de los anexos que sirvieron para librar mandamiento ejecutivo.  

 
2. Así las cosas, el Señor DIEGO CATAÑO inicio CONTROVERSIA CONTRACTUAL, 

radicada en el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA, la 
cual se tramito bajo el rad. 44-001-23-31-002-2014-00184-00 siendo demandante 
DIEGO CATAÑO, demandados: ACUAVALLE S.A. E.S.P., (quien a través de la 

subrogación de derechos permite que hoy la ASEGURADORA pueda demandarme) 
ESTUDIOS TECNICOS Y CONSTRUCCIONES S.A.S., CORPOGUAJIRA.  

 
3. El TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA con ponencia de 

la M.P. Hirina del Rosario Meza, el 30 de enero de 2019 emite sentencia de primera 

instancia despachando desfavorablemente las pretensiones de la demanda, lo cual dio 
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lugar a que, dentro de la oportunidad legal, se interpusiera el correspondiente recurso de 

apelación contra la sentencia proferida, y una vez concedido el recurso de apelación, se 
envía el expediente al CONSEJO DE ESTADO para lo de su competencia.  
 

4. En el Consejo de Estado le correspondió por reparto al C.P. RAMIRO DE JESUS PAZOS 
GUERRERO, y se encuentra para fallo desde el 11 de septiembre de 2020.  

 
5. Dentro de las pretensiones de la CONTROVERSIA CONTRACTUAL se pretende que 

se declare la nulidad de la resolución 155 del 27 de agosto de 2012, que es el único 

documento que hasta la fecha me declara culpable y es el único fundamento que tiene 
la ASEGURADORA para hacer exigible el pagare suscrito por el demandado a su favor. 

Y también se persigue el resarcimiento del daño ocasionado al contratista DIEGO 
CATAÑO, como bien se puede observar del fallo proferido que acompaña la presente 
solicitud.  

 
6. Por otra parte, su Señoría, ACUAVALLE S.A. E.S.P. inicio ACCION EJECUTIVA contra 

la ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA y DIEGO CATAÑO, acción que se 
tramito ante el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
RIOHACHA, bajo radicado 44-001-33-33001-2015-00403-00, el cual se encontraba 

suspendido desde el 28 de agosto de 2019 por PREJUDICIALIDAD, (la cual fue 
propuesta en aquella ocasión por quien hoy figura como demandante), por la 

controversia contractual que aún se encuentra en trámite como se mencionó 
anteriormente.  
 

7. Sin embargo, encontrándose el proceso suspendido ACUAVALLE S.A. E.S.P. y la 
ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA, allegan memorial del 12 de septiembre 

de 2019 ante el Juzgado Primero Administrativo de Riohacha, donde se solicita la 
terminación del proceso por pago total de la obligación. Solicitud que también hace parte 
de los anexos de la demanda que hoy cursa ante su despacho.  

 
8. Sorpresivamente me entero del auto de fecha 21 de septiembre de 2020 donde su 

despacho profiere mandamiento en contra de mi representado por la suma cancelada 
ACUAVALLE S.A. E.S.P., y haciendo uso de la figura de subrogación de derechos, 
pretende que el demandado restituya el valor por ella cancelada, cuando dentro del 

proceso ejecutivo anterior, sin que hubiese sentencia emitida la ASEGURADORA 
accedió a cancelar la suma que ACUAVALLE S.A. E.S.P. tuvo a bien solicitar.  

 
9. Sin embargo, como la ASEGURADORA hoy toma el lugar de ACUAVALLE S.A. E.S.P., 

tenemos que entre las partes hay un pleito pendiente el cual se encuentra actualmente 

ante el Consejo de Estado, por los mismos hechos, mismas pretensiones y las mismas 
partes.  

 
DE LA EXCEPCION PREVIA DE “PLEITO PENDIENTE” 

 

“el pleito pendiente constituye causal de excepción previa según el numeral 8º del art. 100. En efecto, 
cuando entre unas mismas partes y por idénticas pretensiones se tramite un juicio que aún no ha finalizado 

y se promueve otro, surge la posibilidad de proponer la excepción llama de litispendencia, la cual, como 
dice la Corte, se propone para evitar dos juicios paralelos y con el grave riesgo de producirse sentencias 
contradictorias. (…) Para que el pleito pendiente pueda existir se requiere que exista otro proceso en curso, 

que las partes sean unas mismas, que las pretensiones sean idénticas y que por ser la misma causa estén 
soportadas en iguales hechos. (…) Las partes deben ser unas mismas, porque si hay variación de alguna 
de ellas, ya no existirá pleito pendiente; las pretensiones del actor deben ser idénticas a las presentadas en 

el otro proceso, porque si son diferentes, así las partes fueren unas mismas, tampoco estaríamos ante pleito 
pendiente, como igualmente no lo habría si los hechos son diversos por cuanto significaría lo anterior que 

varío la causa que determinó el segundo proceso. En suma, para que haya pleito pendiente los requisitos 
antedichos tienen que ser concurrentes, o sea, deben darse simultáneamente los cuatro. (…) “La Corte ha 
fijado un practico criterio para decidir si puede hablarse de pleito pendiente y dice que existirá cuando “el 
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fallo en uno de los juicios produzca la excepción de cosa juzgada en el otro”, o sea, que cuando haya duda, 

puede el juez aplicar el criterio indicado y hacer de cuenta que la sentencia que se podría dictar fue 
proferida no aceptando las pretensiones del demandante y, luego de esta elaboración mental, adecuar el 
contenido de ese fallo imaginado, a fin de determinar si cabe la excepción de cosa juzgada.” (López 

Blanco, Hernán Fabio. (2016) Código General del Proceso. Parte General. Bogotá D.C., Colombia., Dupre 
Editores)  

 
Así las cosas, tenemos que en el caso que nos ocupa encontramos: 
 

• Existencia de otro proceso en curso: CONTROVERSIA CONTRACTUAL, RAD. 2014-
00184. ESTADO ACTUAL: APELACION ANTE EL CONSEJO DE ESTADO 

• MISMAS PARTES: DIEGO CATAÑO CONTRA ACUAVALLE S.A. E.S.P. (HOY POR 
SUBROGACION DE DERECHOS ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA)  

• PRETENSIONES IDENTICAS: RESOLUCION 155 DE AGOSTO DE 2012 Y 
CUMPLIMIENTO DE LA POLIZA DEL SINIESTRO 

• IDENTIDAD DE HECHOS: CONVENIO INTERADMINISTRATIVO Y CONTRACTO 

ESTATAL CELEBRADO ENTRE ACUAVALLE S.A. E.S.P. Y DIEGO CATAÑO, 
INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO, LIQUIDACION DEL MISMO.  

  
 

DE LA SUBROGACION DE DERECHOS 

 

Establece el art. 1092 del Cod de Comercio: “El asegurador que pague una indemnización 

se subrogará, por ministerio de la ley y hasta concurrencia de su importe, en los 

derechos del asegurado contra las personas responsables del siniestro. Pero éstas 

podrán oponer al asegurador las mismas excepciones que pudieren hacer valer 

contra el damnificado”.  

 

Bajo esa premisa, la ASEGURADORA no solo adquirió los derechos de ACUAVALLE 

S.A. E.S.P., con respecto al exigir el cumplimiento de la póliza que cubría los siniestros 

del contrato estatal suscrito con esta, sino que también debe acarrear las obligaciones 

de esta frente a las litis que el demandado aquí, ha iniciado frente a la resolución 155 
del 27 de agosto de 2012, la cual es la raíz y el fundamento de todas las acciones que 

hasta el día de hoy se encuentran en curso.  

 

Así como en el proceso ejecutivo tramitado ante el Juzgado Primero Administrativo del 

Circuito de Riohacha se ordenó la suspensión del proceso por PREJUDICIALIDAD, la 

cual fue propuesta por la ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA, debe hoy 

también prosperar la excepción previa de “pleito pendiente entre las partes” 

(propuesta como recurso de reposición por mandato legal), por darse todos los 

presupuestos facticos y jurídicos que se necesitan para su ocurrencia.  

 

Por todo lo anterior solicito lo siguiente: 

 

PETICIONES 

 

• Se declare probada la excepción previa de “pleito pendiente entre las 

partes” 

• Se suspenda el tramite del presente proceso hasta que se resuelva de fondo 

la controversia contractual que se tramita ante el Consejo de Estado con rad. 

2014-00184-01 

 
 

PRUEBAS 



U G A L B I S E N R I Q U E   R O D R I G U E Z   B O L A Ñ O S 
Abogado  

Especialista en Derecho Público y Administrativo 
Universidad Nacional de Colombia – Universidad Libre Secc. Atlántico    

Calle 7 No. 6-57 Centro Ejecutivo Olimpia Of: 206 

Telefax:  7274860 Cel.  3157491428 – 3008367661 

Correo Electrónico:  ugalbisrodriguez@hotmail.com 
Riohacha – La Guajira 

 

 

Sírvase tener y practicas como pruebas las siguientes: 

 

DOCUMENTALES 

 

• Las que reposan en el expediente y que sirvieron como anexos para librar 

mandamiento ejecutivo en contra del Señor DIEGO CATAÑO 

• FALLO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA CONTROVERSIA CONTRACTUAL RAD. 

2014-00184 DEL 30 DE EENRO DE 2019 

• AUTO ADMISORIO DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA 

GUAJIRA CONTROVERSIA CONTRACTUAL RAD. 2014-00184 

• RECURSO DE APELACION CONTRA EL FALLO DEL 30 DE ENERO DE 2019 

• OFICIO 0625 DEL 28 DE MAYO DE 2019 CON REMISION DEL EXPEDIENTE 

DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA 

CONTROVERSIA CONTRACTUAL RAD. 2014-00184 AL CONSEJO DE 

ESTADO PARA LO DE SU COMPETENCIA  

• Consulta del proceso de controversia contractual en la pagina del Consejo de 

Estado. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El Señor Diego Cataño será notificado en el correo electrónico 

diegocatano23@gmail.com 
 

El suscrito en la calle 7 No. 6 – 57 oficina 206 de la Ciudad de Riohacha o en el correo 

electrónico ugalbisrodriguez@hotmail.com 

 
  

 
Del Señor Juez; 
 

 
 

 
UGALBIS ENRIQUE RODRIGUEZ BOLAÑOS 
C.C. No. 17.970.755 Villanueva – La Guajira 
T.P. No. 38.834 del C.S.J. 

 



Riohacha, La Guajira, febrero 15 de 2019 

 

Honorable Magistrada 

IRINA MEZA RHENALS 

Tribunal Administrativo de La Guajira 

Despacho 003 

Ciudad 

 

Referencia: Medio de Control: Controversias Contractuales. 

 Demandante: DIEGO CATAÑO MURIEL. 

 Demandado: ACUAVALLE S.A. E.S.P.; CORPOGUAJIRA; 

ESTUDIOS TÉCNICOS Y CONSTRUCCIONES LTDA. 

 Radicado. Expediente. No 44-001-23-33-003-2014-00184-00 

 Asunto: RECURSO DE APELACIÓN  

 

Respetada Magistrada,  

 

LAURENTINO RAFAEL PÉREZ ARREGOCES, mayor de edad, identificado con cédula 

de ciudadanía número 8.313.764, abogado en ejercicio portador de la Tarjeta 

Profesional número 34.994 del Consejo Superior de la Judicatura, reconocido por su 

Despacho como apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia, 

acudo dentro de la oportunidad concedida, para presentar RECURSO DE APELACIÓN 

contra la sentencia de 30 de enero de 2019, en los siguientes términos: 

  

El Tribunal Administrativo de la Guajira yerra al no evidenciar la protuberante 

violación al debido proceso al señor DIEGO CATAÑO MURIEL. 

 

El acto administrativo demandado, Resolución No 155 de 2012 expedida por la 

Sociedad de Acueductos y Alcantarillados del Valle del Cauca S.A. E.S.P. – ACUAVALLE 

S.A. E.S.P., vulneró abiertamente todas las disposiciones constitucionales y legales 

referidas al debido proceso que debe surtirse para la expedición de ese tipo de actos, 

no acató ninguna de las disposiciones que en extenso han desarrollado la garantía 

fundamental y en especial las siguientes: 

 

Artículo 29 Constitución Política de Colombia . “El 

debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. 

 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 



competente y con observancia de la plenitud de las formas 

propias de cada juicio. 

 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun 

cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 

restrictiva o desfavorable. 

 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 

declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado 

tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 

escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el 

juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las 

que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 

hecho. 

 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 

violación del debido proceso”. (Subrayado fuera del 

texto). 

 

Artículo 11 Ley 1150 de 2007 . “DEL PLAZO PARA LA 

LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS. La liquidación de los 

contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado 

en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del 

que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, 

la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses 

siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución 

del contrato o a la expedición del acto administrativo que 

ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.  

 

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la 

liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la 

entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su 

contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma 

unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A. 

 

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha 

realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en 

cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al  



vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, 

de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto 

en el artículo 136 del C. C. A. 

 

Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la 

liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación 

unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no 

hayan sido objeto de acuerdo”. 

 

Artículo 17 Ley 1150 de 2007 . “DEL DERECHO AL DEBIDO 

PROCESO. El debido proceso será un principio rector en 

materia sancionatoria de las actuaciones contractuales. 

 

En desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia 

sobre los contratos que corresponde a las entidades sometidas 

al Estatuto General de Contratación de la Administración 

Pública, tendrán la facultad de imponer las multas que hayan 

sido pactadas con el objeto de conminar al contratista a 

cumplir con sus obligaciones. Esta decisión deberá estar 

precedida de audiencia del afectado que deberá tener un 

procedimiento mínimo que garantice el derecho al debido 

proceso del contratista y procede sólo mientras se halle 

pendiente la ejecución de las obligaciones a cargo del 

contratista. Así mismo podrán declarar el incumplimiento con 

el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria 

incluida en el contrato. 

 

PARÁGRAFO. La cláusula penal y las multas así impuestas, se 

harán efectivas directamente por las entidades estatales, 

pudiendo acudir para el efecto entre otros a los mecanismos de 

compensación de las sumas adeudadas al contratista, cobro de 

la garantía, o a cualquier otro medio para obtener el pago, 

incluyendo el de la jurisdicción coactiva. 

 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Las facultades previstas en este 

artículo se entienden atribuidas respecto de las cláusulas de 

multas o cláusula penal pecuniaria pactadas en los contratos 

celebrados con anterioridad a la expedición de esta ley y en los 

que por autonomía de la voluntad de las partes se hubiese 

previsto la competencia de las entidades estatales para 

imponerlas y hacerlas efectivas”. (Subrayado fuera del texto). 



 

Artículo 3 CPACA. “PRINCIPIOS. Todas las autoridades 

deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las 

actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los 

principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte 

Primera de este Código y en las leyes especiales. 

 

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, 

especialmente, con arreglo a los principios del debido proceso, 

igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, 

responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, 

eficacia, economía y celeridad…”. (Subrayado fuera del texto). 

 

Artículo 86 Ley 1474 de 2011 . “IMPOSICIÓN DE MULTAS, 

SANCIONES Y DECLARATORIAS DE INCUMPLIMIENTO . Las 

entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública podrán declarar el incumplimiento, 

cuantificando los perjuicios del mismo, imponer las multas y 

sanciones pactadas en el contrato, y hacer efectiva la cláusula 

penal. Para tal efecto observarán el siguiente procedimiento: 

 

a) Evidenciado un posible incumplimiento de las obligaciones a 

cargo del contratista, la entidad pública lo citará a audiencia 

para debatir lo ocurrido. En la citación, hará mención expresa 

y detallada de los hechos que la soportan, acompañando el 

informe de interventoría o de supervisión en el que se sustente 

la actuación y enunciará las normas o cláusulas posiblemente 

violadas y las consecuencias que podrían derivarse para el 

contratista en desarrollo de la actuación. En la misma se 

establecerá el lugar, fecha y hora para la realización de la 

audiencia, la que podrá tener lugar a la mayor brevedad 

posible, atendida la naturaleza del contrato y la periodicidad 

establecida para el cumplimiento de las obligaciones 

contractuales. En el evento en que la garantía de cumplimiento 

consista en póliza de seguros, el garante será citado de la 

misma manera; 

 

b) En desarrollo de la audiencia, el jefe de la entidad o su 

delegado, presentará las circunstancias de hecho que motivan 

la actuación, enunciará las posibles normas o cláusulas 

posiblemente violadas y las consecuencias que podrían 



derivarse para el contratista en desarrollo de la actuación. Acto 

seguido se concederá el uso de la palabra al representante legal 

del contratista o a quien lo represente, y al garante, para que 

presenten sus descargos, en desarrollo de lo cual podrá rendir 

las explicaciones del caso, aportar pruebas y controvertir las 

presentadas por la entidad; 

 

c) Hecho lo precedente, mediante resolución motivada en la que 

se consigne lo ocurrido en desarrollo de la audiencia y la cual 

se entenderá notificada en dicho acto público, la entidad 

procederá a decidir sobre la imposición o no de la multa, 

sanción o declaratoria de incumplimiento. Contra la decisión 

así proferida sólo procede el recurso de reposición que se 

interpondrá, sustentará y decidirá en la misma audiencia. La 

decisión sobre el recurso se entenderá notificada en la misma 

audiencia; 

 

d) En cualquier momento del desarrollo de la audiencia, el jefe 

de la entidad o su delegado, podrá suspender la audiencia 

cuando de oficio o a petición de parte, ello resulte en su criterio 

necesario para allegar o practicar pruebas que estime 

conducentes y pertinentes, o cuando por cualquier otra razón 

debidamente sustentada, ello resulte necesario para el correcto 

desarrollo de la actuación administrativa. En todo caso, al 

adoptar la decisión, se señalará fecha y hora para reanudar la 

audiencia. La entidad podrá dar por terminado el 

procedimiento en cualquier momento, si por algún medio tiene 

conocimiento de la cesación de situación de incumplimiento”. 

(Subrayado fuera del texto). 

 

En el presente caso, el Tribunal confunde los simples requerimientos al 

contratista con la garantía al debido proceso. En efecto, aquí ACUAVALLE en 

ningún momento aplicó el   artículo 86 de la ley 1474 de 2011 porque , no citó 

al contratista a audiencia para debatir lo ocurrido, tampoco le hizo mención 

expresa y detallada de los hechos que la soportan, acompañando el informe de 

interventoría o de supervisión en el que se sustente la actuación, ni le enunció 

las normas o cláusulas posiblemente violadas ni las consecuencias que podrían 

derivarse para el contratista. Tampoco le presentó las circunstancias de hecho 

que motivan la actuación, ni enunció las posibles normas o cláusulas 

posiblemente violadas y las consecuencias que podrían derivarse para el 



contratista en desarrollo de la actuación, con lo que se acredita claramente que 

si hubo violación al debido proceso administrativo.  

 

No cabe duda que la actividad contractual del Estado es reglada, y precisamente esa 

característica es la que hace aplicable de manera directa en ella dos principios de orden 

Constitucional entrelazados entre sí como son el Debido Proceso y el Principio de 

Legalidad. Todos los principios e instituciones propias de los contratos del Estado 

desarrollados por la Ley 80 de 1993, van de la mano con dichos principios y son pilar 

fundamental a tener en cuenta y no desconocer en ninguna actuación. 

 

En cuanto al debido proceso y su aplicación estricta en la contratación de la 

administración pública, la doctrina nacional ha señalado que “es indudable la 

aplicabilidad de lo dicho en materia de contratación pública. En especial en lo relativo a 

los procesos de selección de contratistas, cuyas etapas, por ende, son taxativas, preclusivas 

y perentorias. Así como también en materia de sanciones contractuales, en donde hoy 

existen dos normas de ineludible cumplimiento so pena de violar el debido proceso, como 

son los artículos 17 de la Ley 1150 de 2007 y 86 de la Ley 1474 de 2011”1. (Subrayado 

fuera del texto). 

 

Es durante la etapa de ejecución que cobra mayor relevancia el tema central de l 

concepto de la violación, pues se tiende a confundir el ejercicio de prerrogativas 

especiales del Estado, denominadas unilaterales algunas, como instituciones ajenas a la 

dinámica contractual en la que impera el Debido Proceso. 

 

Finalizada la ejecución inicia la etapa de liquidación del contrato, igualmente reglada y 

gobernada por un procedimiento que fijó la Ley 80 modificada por la 1150. Se persigue 

hacer un balance o ajuste final de cuentas del contrato, cierra el ciclo de cumplimiento 

de obligaciones derivadas del contrato. Culmina con un acuerdo o acto administrativo 

que previamente surte un proceso de discusión, conversaciones y análisis.  

 

El artículo 217 del Decreto Ley 19 de 2012 estableció, reformando el 60 de la Ley 80 de 

1993, que en la liquidación las partes pueden incluir las transacciones y acuerdos a que 

lleguen para poner fin a controversias surgidas, esto fortalece el arreglo directo, 

especialmente para los desequilibrios contractuales.  

 

La liquidación es obligatoria en los contratos de tracto sucesivo, salvo en los de 

prestación de servicios y de apoyo a la gestión que no lo es. También se requiere 

liquidar aquellos donde se ha declarado la caducidad o la terminación unilateral.  

 

 
1 Régimen Jurídico de la Contratación Estatal, Luis Guillermo Dávila Vinueza, Tercera Edición, Legis 
2016.  



De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24 numeral 5 de la Ley 80, atendiendo la 

complejidad del contrato, la entidad puede en el pliego de condiciones y el contrato 

definir el plazo de liquidación. No obstante, si no hay estipulación al respecto, el artículo 

60 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, estableció 

un plazo de cuatro meses para intentar la liquidación bilateral, seguido de dos meses 

para la unilateral o en todo caso hasta el término de caducidad del medio de control de 

controversias contractuales para cualquiera de los dos tipos de liquidación. Estos 

términos de ley para la liquidación son indicativos y no preclusivos o perentorios. La 

unilateral surge cuando no hay acuerdo. 

 

La liquidación bilateral nace del acuerdo de las partes, es importante que para que la 

misma resulte exitosa intervengan los competentes debidamente facultados para lograr 

los acuerdos y que resulten vinculantes, así mismo, al existir desacuerdos, puede darse 

apartes en los que se liquide parcialmente de forma unilateral. Frente a la liquidación 

bilateral y específicamente frente a los puntos de desacuerdo, se pueden fijar por parte 

del contratista salvedades, que según la jurisprudencia del Consejo de Estado no 

pueden ser genéricas sino especificas (clara, concreta y especifica) si se quiere tener 

éxito posterior en la reclamación judicial. Una vez liquidado el co ntrato de forma 

bilateral, no puede volverse sobre lo acordado, salvo existencia comprobada de vicio 

que afecte su validez.  

 

La unilateral nace cuando no hay acuerdo, cuando ni siquiera la bilateral con salvedades 

logra superar las diferencias, se hace mediante acto administrativo para cuya formación 

debe ser convocado el contratista, so pena que se vulnere el debido proceso.  

 

Finalmente, trascurridos los 30 meses sin que se logre la liquidación del contrato bajo 

la modalidad bilateral o unilateral, la administración pierde competencia y sólo el juez 

podrá liquidar el contrato.  

 

Así las cosas, toda la actividad contractual está guiada por el Debido Proceso, 

preponderante en unas etapas con mayor intensidad que en otras, pero jamás 

desconocido en su aplicación. 

 

Si revisamos en detalle el contenido de la Resolución No 155 de 2012, encontra mos que 

en la misma se tomaron varias decisiones y en todas fue desconocido el debido proceso 

constitucional y legal que debía aplicarse como garantía fundamental del contratista 

(demandante en el proceso), tal y como pasamos a exponerlo. Se levantó 

unilateralmente una medida de suspensión; se declaró el incumplimiento del contrato 

de obra civil suscrito; se liquidó unilateralmente el contrato; se declaró la ocurrencia 

de unos siniestros, se ordenó hacer efectiva una garantía y se adoptaron otras 

determinaciones. 



 

En primer lugar, se levantó de manera unilateral una suspensión, que como bien es 

sabido se trata de una medida pactada de común acuerdo entre las partes y que 

persigue evitar que trascurra el plazo de ejecución del contrato cuando hay 

circunstancias que impiden su ejecución; en el caso concreto, no resultaban atribuibles 

al contratista las razones de la suspensión, pues tal y como quedó consignado en los 

considerandos del acto administrativo que se impugna, la suspensión suscrita el 18 de 

mayo de 2010 estuvo motivada en la falta de viabilización de los diseños, que no fueron 

presentados por ACUAVALLE S.A. E.S.P., a la interventoría del Convenio 008 de 2008 en 

los términos acordados. Así mismo, los requerimientos hechos al contratista con el 

propósito de que presentara la información sobre la no ejecución de las obras no 

perseguían el reinicio, la terminación o la liquidación de mutuo acuerdo del contrato de 

obra, puesto que todos, salvo el AC-1517 de marzo 13 de 2012, fueron enviados con 

anterioridad a la fecha de la última suspensión, razón por la cual no puede entenderse 

que buscaban conjurar esa última decisión. También se precisa, que dichos 

requerimientos no fueron claros en su alcance y contenido ni permitían inferir si quiera, 

que con los mismos se estaba citando a un trámite o procedimiento administrativo 

tendiente a la adopción de una medida de carácter contractual. Se trataba de 

comunicaciones propias del devenir contractual y de las situaciones que frente a los 

diseños se estaban presentando, por tal razón, desconocer el carácter consensuado de 

la suspensión, para de forma inesperada y sin conocimiento previo del contratista dar 

por terminada la misma de forma unilateral, desconoce los postulados ya referidos del 

debido proceso. Sobre el alcance de las comunicaciones cruzadas entre las partes de un 

contrato estatal y su relación con el debido proceso que debe surtirse, el Consejo de 

Estado2 ha precisado que “las comunicaciones previas entre las partes del contrato 

satisfacen el derecho a que el contratista conozca de la inconformidad de la 

administración con el cumplimiento de las obligaciones del contrato- debe entenderse en 

los términos de los arts. 4, 28, 14 y 34 CCA. Es decir, que para que surtan este efecto -tal 

como se desprende de cada una de las sentencias citadas-, allí debe expresar claramente 

el objeto de la inconformidad, con la indicación de la necesidad de que manifieste su 

posición frente a las imputaciones de la entidad y el derecho a presentar las pruebas que 

respalden o fundamenten su defensa. El juez, por tanto, debe analizar -con especial 

cuidado- que las cartas enviadas cumplan con los elementos mínimos que permitan inferir 

con seguridad que se le ha dado al contratista la oportunidad de defenderse, y no que 

simplemente se le reprochó una conducta o hecho, sin especificarle su derecho a 

manifestar su criterio al respecto, ya que la entidad desatará, a partir de allí, un trámite 

que puede culminar con una sanción. Si se aprecia con detenimiento la jurisprudencia de 

esta Sección, ella no permite que el inicio de las actuaciones se haga con cualquier 

manifestación contenida en una carta, sino que exige claramente que se indique en qué 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA Consejero ponente: ENRIQUE GIL 
BOTERO Bogotá D.C., junio veintitrés (23) de dos mil diez (2010) Radicación número: 25000-23-26-000-1994-00225-01(16367) 



consiste la inconformidad con el avance del contrato -art. 28 CCA.-. En este escenario, la 

Sala estima indispensable que se realice un debido proceso jurídico integral, desde la fase 

de formación de la voluntad, mediante la comunicación, por parte de la entidad estatal 

contratante, que imputa cargos al contratista, donde también indique qué hechos lo 

originan, qué sanción podría imponerse –de las tantas que puede contener el contrato-, y 

qué pruebas de ello tiene la administración –art. 28 CCA.-, para que él pueda, a su vez, 

definir a qué se atiene en este aspecto y de qué manera asumirá su defensa frente a los 

hechos que le imputan”. 

 

En segundo lugar, amparados en una tesis inaplicable para este caso, de que lo accesorio 

sigue la suerte de lo principal, ACUAVALLE S.A. E.S.P., partiendo de la base que a ellos 

CORPOGUAJIRA les había declarado el incumplimiento del Convenio 008 de 2008 y lo 

había dado por terminado por vencimiento del plazo pactado, procedió 

unilateralmente, sin debido proceso, a declarar también el incumplimiento del Contrato 

de Obra No 157-2008 suscrito con el demandante. Nada más alejado del deber legal de 

garantizar a los afectados el debido proceso. Independiente a la situación de 

incumplimiento a ellos decretada por CORPOGUAJIRA, la cual en nada fue originada por 

el demandante, cualquier actuación de ACUAVALLE S.A. E.S.P., frente al contratista 

debía estar precedida de un debido proceso en los términos del artículo 3 del CPACA, 

los artículos 17 de la Ley 1150 y 86 de la Ley 1474 de 2011. Las disposiciones señaladas 

son expresas cuando al referirse a la declaratoria de incumplimiento exigen el 

cumplimiento de un procedimiento mínimo que garantice el debido proceso del 

contratista. En este caso no hubo requerimiento alguno con las formalidades exigidas, 

no se convocó audiencia, no se practicaron pruebas, no se escuchó al afectado, 

simplemente se le sorprendió con esa decisión en un acto administrativo “combo” 

donde se le impuso la decisión, entre otras. 

 

Planteada de forma irregular la declaratoria de incumplimiento, prosiguió el acto 

administrativo con la liquidación unilateral del contrato, presentando en su contenido 

un balance económico de obra apartado de la realidad, pues como se precisó en la 

demanda, las cantidades ejecutadas a la fecha de las medidas adoptadas por 

ACUAVALLE S.A. E.S.P., resultaban a todas luces mayores a las que plantea la Resolución 

que mediante esta acción se ataca. Es importante resaltar que la liquidación tuvo su 

origen en la declaratoria de incumplimiento, acto viciado en su legalidad por manifiesta 

violación al debido proceso, como ya se resaltó, y porque además en ningún momento 

se intentó, como lo ordena el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, agotar de forma 

bilateral una liquidación del Contrato de Obra No 157-2008 suscrito con el 

demandante. No resulta ajustado a la realidad el fundamento expuesto en el acto 

administrativo, según el cual, al contratista se le convocó a una liquidación de mutuo 

acuerdo, todas las comunicaciones recibidas fueron generadas en un momento en que 

el contrato estaba suspendido y por ende no había finalizado su plazo de ejecución, lo 



que impedía iniciar trámite alguno de liquidación. ACUAVALLE S.A. E.S.P., liquida con 

base en el acto administrativo que contiene la declaratoria de incumplimiento y como 

consecuencia del mismo, es decir, la liquidación estuvo amparada en un acto ilegal. 

Adicionalmente, el 26 de noviembre de 2012, profirió un “Acta de Liquidación Unilateral 

del Contrato de Obra Civil No 157-2008” en la que complementó y abordó con un mayor 

nivel de detalle el balance presentado en la Resolución 155 de 2012, no obstante, se 

mantuvo el desconocimiento de mayores cantidades ejecutadas a ese momento por el 

contratista. El provenir de una decisión ilegal y además no reflejar la totalidad de 

actividades adelantadas, son razones suficientes para que el Honorable Tribunal 

Administrativo de La Guajira proceda a efectuar una liquidación judicial del contrato en 

la que tenga como sustento el dictamen pericial aportado con la demanda. Si en gracia 

de discusión se aceptara que la liquidación procedía por la finalización del plazo de 

ejecución, el procedimiento utilizado para ello no se ajustó a la ley, claramente se llegó 

a dicho estado por la declaratoria de incumplimiento y aun así estuvo mal elaborada. 

 

Igualmente, correlacionada con la declaratoria ilegal del incumplimiento del contrato y 

como clara consecuencia de un acto arbitrario y desconocedor del debido proceso, 

ACUAVALLE S.A. E.S.P., en la misma Resolución 155 de 2012, procedió a declarar la 

ocurrencia de unos siniestros, hacer efectiva una garantía y otras determinaciones en 

las que además de incurrir nuevamente en vulneración manifiesta de los artículos 17 

de la Ley 1150 de 2007 y 86 de la Ley 1474 de 2011, se desconoció cualquier garantía 

mínima de defensa a la Aseguradora Solidaria de Colombia, quien había asegurado el 

cumplimiento del contrato con la Póliza 994000006640, y a quien en ningún momento 

se convocó a procedimiento previo sancionatorio tendiente a la  adopción de las 

decisiones en su contra. No existió procedimiento en el que aseguradora y contratista 

pudieran controvertir las razones por las que se efectivizaban las garantías del 

contrato, no hubo oportunidad de argumentar razones que propiciaran una decisión 

diferente, simplemente de forma sorpresiva e inesperada se conoció una decisión que 

afectó gravemente los intereses de la aseguradora y del demandante. 

 

El artículo quinto de la Resolución 155 de 2012, hizo efectiva la cláusula penal 

pecuniaria pactada en el contrato, pero igualmente incurrió en la falencia reiterada de 

todas las determinaciones adoptadas y fue no garantizar el debido proceso que para 

ello exige el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007 y el artículo 86 de la Ley 1474 d e 2011, 

situación que igualmente vicia el acto administrativo que se demanda. La cláusula penal 

pecuniaria pactada a la luz de los artículos 1592 a 1601 del Código Civil, como una 

tasación anticipada de los perjuicios, requería para su efectividad de un pr ocedimiento 

previo. Al respecto vale la pena precisar que, analizado el acervo probatorio, no se 

hallaron antecedentes que acrediten que ACUAVALLE S.A. E.S.P., titular del ius 

puniendi- hubiera adelantado un procedimiento que satisfaga la garantía que tienen los 

contratistas-investigados a que se surtan las indagaciones según las formas propias de 



cada juicio, que incluye el derecho a un espacio o momento reposado de reflexión, 

previo a la decisión sancionatoria. Se trató de una decisión de plano y sorpresiva.  

 

No existió en el proceso de formación de la Resolución No 155 de 2012 el menor asomo 

de garantía al derecho fundamental al debido proceso, no hubo espacio alguno para 

controvertir, aunque fuera sumariamente, los argumentos con los que se estaba 

construyendo el acto sancionatorio y mucho menos se pudo aportar o solicitar pruebas 

que desvirtuaran el contenido del mismo, se trató de una decisión de plano, todo esto 

no puede conllevar a una decisión diferente, tal y como la jurisprudencia pacifica del 

Consejo de Estado y la Corte Constitucional lo ha señalado, que la NULIDAD de los actos 

administrativos demandados, con el consecuente restablecimiento económico 

derivado de los perjuicios sufridos. 

 

Con base en lo anterior, solicito respetuosamente, se revoque la sentencia de primera 

instancia y se accedan a las pretensiones del actor. 

 

De la Señora Magistrada, 

 

 

LAURENTINO RAFAEL PÉREZ ARREGOCES 

CC. 8.313.764 de Medellín, Antioquia 

TP. 34.994 del C. S. de la J. 
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2020 POR ESTADO ACEPTA RENUNCIA- ORDENA OFICIAR 14 Feb

2020
14 Feb
2020

12 Feb
2020

13 Feb
2020

ENVIÓ DE
NOTIFICACIÓN

SJ-NOTIFICADOS:LAURENTINO PEREZ ARR... NOT-2270(ENVIADO EMAIL),ESTUDIOS
TECNICOS Y ... NOT-2271(ENVIADO EMAIL),ACUAVALLE S. A. E. S... NOT-2272(ENVIADO
EMAIL),CORPORACION AUTONOMA... NOT-2273(ENVIADO EMAIL),PROCURADURIA
PRIMERA... NOT-2274(ENVIADO
EMAIL),ADJUNTOS:F44001234000020140018401S3PARAADUNTARAUTO20200212121158

13 Feb
2020

06 Feb
2020

AUTO QUE ADMITE
LA RENUNCIA

POR LO ANTERIOR, SE ADMITE LA RENUNCIA PRESENTADA POR EL ABOGADO
JAVIER ANDRÉS CHINGUAL GARCÍA, IDENTIFICADO CON LA CÉDULA DE CIUDADANÍA
N.º 87.715.537 Y PORTADOR DE LA TARJETA PROFESIONAL N.º 92.369 DEL CONSEJO
SUPERIOR DE LA JUDICATURA.

AHORA BIEN, COMOQUIERA QUE HASTA EL
MOMENTO LA SOCIEDAD DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS DEL VALLE DEL
CAUCA NO HA DESIGNADO A UN NUEVO ABOGADO PARA QUE REPRESENTE SUS
INTERESES EN EL ASUNTO DE LA REFERENCIA, POR SECRETARÍA DE LA SECCIÓN
TERCERA OFÍCIESE A LA MENCIONADA ENTIDAD PARA QUE DENTRO DEL TÉRMINO
MÁXIMO DE DIEZ (10) DÍAS, CONTADOS A PARTIR DEL RECIBIDO DEL RESPECTIVO
OFICIO, OTORGUE PODER A UN NUEVO ABOGADO. DE IGUAL FORMA, EL DESPACHO
ADVIERTE QUE EN CASO DE NO DESIGNAR UN NUEVO APODERADO SE PROCEDERÁ
A CONTINUAR CON EL TRÁMITE CORRESPONDIENTE.


12 Feb
2020

23 Jan
2020

MEMORIALES A
DESPACHO

EL ABOGADO JAVIER ANDRÉS CHINGUAL GARCÍA, APODERADO DE LA SOCIEDAD DE
ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADO DEL VALLE DEL CAUCA S.A. E.S.P. ACUAVALLE
S.A. E.S.P., PRESENTA RENUNCIA DE PODER. ANEXA COMUNICACIÓN

23 Jan
2020

22 Jan
2020

RECIBE
MEMORIALES

APODERADO DE LA SOCIEDAD DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADO DEL VALLE DEL
CAUCA S.A. E.S.P. ACUAVALLE S.A. E.S.P., PRESENTA RENUNCIA DE PODER Y A SU

22 Jan
2020
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VEZ ALLEGA COMUNICACIÓN A LA ENTIDAD PODERDANTE.

18 Oct
2019

AL DESPACHO PARA
FALLO PARA ELABORAR PROYECTO DE SENTENCIA 17 Oct

2019

30 Sep
2019

ALEGATOS DE
CONCLUSION

EL ABOGADO ARMANDO NICOLÁS PABÓN GÓMEZ APODERADO JUDICIAL DE
CORPOGUAJIRA ALLEGA ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. (RECIBE: 26/09/2019)

30 Sep
2019

27 Sep
2019

ALEGATOS DE
CONCLUSION

PRSENTADO POR LA APODERADA DE LA SOCIEDAD ESTUDIOS TECNICOS Y
CONSTRUCCIONES LTDA

27 Sep
2019

19 Sep
2019

ALEGATOS DE
CONCLUSION PRESENTADOS POR EL APODERADO DE ACUAVALLE S.A E.S.P 19 Sep

2019

13 Sep
2019 POR ESTADO TRASLADO ALEGAR X TERMINO DE DIEZ (10) DIAS 13 Sep

2019
13 Sep
2019

11 Sep
2019

12 Sep
2019

ENVIÓ DE
NOTIFICACIÓN

AT-NOTIFICADOS:DIEGO CATAÑO MURIEL NOT-3951(ENVIADO
EMAIL),PROCURADURIA QUINTA ... NOT-3953(ENVIADO EMAIL),ACUAVALLE S. A. E. S...
NOT-3954(ENVIADO EMAIL),CORPORACIÓN AUTÓNOMA... NOT-3956(ENVIADO
EMAIL),ADJUNTOS:F44001234000020140018401S3PARAADUNTARAUTO20190911162236

12 Sep
2019

09 Sep
2019

TRASLADO DE 10
DÍAS PARA

ALEGATOS DE
CONCLUSIÓN

DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL NUMERAL 4º DEL ARTÍCULO 247 DEL
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y COMO QUIERA QUE NO ES NECESARIA LA
CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA DE QUE TRATA DICHA NORMA, SE ORDENA
CORRER TRASLADO A LAS PARTES POR EL TÉRMINO COMÚN DE DIEZ (10) DÍAS
PARA QUE PRESENTEN POR ESCRITO SUS RESPECTIVOS ALEGATOS DE
CONCLUSIÓN. VENCIDO ESTE, CÓRRASE TRASLADO AL AGENTE DEL MINISTERIO
PÚBLICO POR EL TÉRMINO DE DIEZ (10) DÍAS PARA QUE EMITA SU CONCEPTO, BAJO
LA ADVERTENCIA DE QUE NO SE PODRÁ RETIRAR EL EXPEDIENTE, TAL Y COMO LO
DISPONE EL ARTÍCULO ENUNCIADO. TRASCURRIDO Y VENCIDO EL TÉRMINO
ALUDIDO EN EL PÁRRAFO ANTERIOR, INGRESAR EL EXPEDIENTE AL DESPACHO
PARA EMITIR FALLO. NOTIFÍQUESE ESTA PROVIDENCIA AL SEÑOR AGENTE DEL
MINISTERIO PÚBLICO. POR SECRETARÍA, NOTIFÍQUESE ESTA PROVIDENCIA POR
ANOTACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS, CONFORME LO ESTABLECE EL ARTÍCULO
201 DEL C.P.A.C.A.

11 Sep
2019

24 Jul
2019 AL DESPACHO AL DESPACHO PARA CONSIDERAR TRASLADO PARA ALEGAR DE CONCLUSIÓN 23 Jul

2019

12 Jul
2019 POR ESTADO ADMITE REURSO DE APELACION. 12 Jul

2019
12 Jul
2019

11 Jul
2019

08 Jul
2019

AUTO ADMITIENDO
RECURSO

ADMITE EL RECURSO DE APELACIÓN FORMULADO EL 18 DE FEBRERO DE 2019 POR
LA PARTE DEMANDANTE (FOL. 1138 A 1154 C.PPL.), CONTRA LA SENTENCIA DEL 30
DE ENERO DE 2019, PROFERIDA POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA,
MEDIANTE LA CUAL SE NEGARON LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA (FOL. 1115 A
1130 C.PPL.).

EN CONSECUENCIA, POR SECRETARÍA DE LA SECCIÓN, NOTIFÍQUESE
PERSONALMENTE AL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO Y POR ESTADO A LAS
PARTES, DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 198 Y 201 DE LA
LEY 1437 DE 2011.


11 Jul
2019

20 Jun
2019

AL DESPACHO POR
REPARTO PARA CONSIDERAR LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO. 20 Jun

2019

19 Jun
2019

REPARTO Y
RADICACIÓN

REPARTO Y RADICACION DEL PROCESO REALIZADAS EL MIÉRCOLES, 19 DE JUNIO
DE 2019 CON SECUENCIA: 1081

19 Jun
2019

19 Jun
2019

19 Jun
2019

Imprimir
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RECURSO DE REPOSICION PROCESO EJECUTIVO RAD. 2020-00207-00 ASEGURADORA
SOLIDARIA CONTRA DIEGO CATAÑO

ugalbis enrique rodrigues bolaños <ugalbisrodriguez@hotmail.com>
Jue 17/06/2021 4:51 PM
Para:  Juzgado 36 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto36bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

5 archivos adjuntos (4 MB)
EXCEPCIONES PREVIAS DIEGO CATAÑO.pdf; __Consulta de Procesos__ DIEGO CATAÑO CONSEJO DE ESTADO.pdf; AUTO
CONCEDE APELACION DIEGO CATAÑO.pdf; SENTENCIA TRIBUNAL CONTROVERSIA CONTRACTUAL DIEGO CATAÑO.pdf;
APELACIÓN DIEGO CATAÑO .pdf;

En cumplimiento al Decreto 806 del 2020, se envió traslado del recurso de reposición a la parte
demandante ASEGURADORA SOLIDARIA

UGALBIS RODRIGUEZ BOLAÑOS 
Apoderado Judicial


